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lEl dEbatE dE la nuEva ConstituCión 

Los primeros meses del 2008 han estado salpicados de tensiones polí-
ticas, renovados enfrentamientos y manifestaciones de adhesión y 
rechazo al Gobierno de Rafael Correa, realizados principalmente 

en la ciudad de Guayaquil. La Asamblea Constituyente, por otro lado, 
ha avanzado en el desarrollo conceptual de los temas constitucionales y 
ha generado un diálogo con la ciudadanía, convocando a diversos actores 
en distintos territorios, a través de los foros organizados por las Mesas 
Constituyentes.

Este comienzo de año ha sido un termómetro de la orientación, posi-
ción y gestión del Gobierno y de la Asamblea Constituyente, como tam-
bién del comportamiento de ciertos sectores de oposición, que han promo-
vido opiniones y movilizaciones ciudadanas, en procura de crear un nuevo 
movimiento de derecha de carácter ciudadano-antipartido liderado por el 
Alcalde Jaime Nebot. Manifiesta decisión que se ha dado en el contexto de 
la debacle de los partidos de la derecha ecuatoriana y de la imposibilidad 
de sostener una oposición política organizada. Se advierte, así mismo, que 
esos sectores han tomado la decisión de enfrentar y oponerse al Gobierno 
de Correa y a la Asamblea Constituyente para impedir el cambio pro-
puesto y evitar ser afectados en sus intereses económicos y políticos.

Por otra parte, el Gobierno de Correa ha mantenido su estrategia de 
enfrentamiento y polarización, sostenido en la amplia mayoría que ganó 
en septiembre de 2007 con motivo de la elección de los asambleístas cons-
tituyentes. Cuando se advertía –y nuestro editorial de La Tendencia 6 se 
encargó de insinuarlo– que luego de esta victoria y fortaleza político hege-
mónica, era posible crear las condiciones para el diálogo y la concertación, 
el Gobierno de Correa continuó con la estrategia del enfrentamiento. 
Decíamos –en el mencionado editorial– que era de esperarse encontrar en 
la política el cauce para resolver la estructuración del bloque en el poder 
atascado desde hace varios años. Sin embargo, el régimen privilegió la línea 
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los dErEchos  
laBoralEs y sindicalEs  
En la nuEVa constitución

Guillermo Touma

el Congreso y por ende las diferentes instituciones 
del Estado.

Hay necesidad de cambios profundos en el sis-
tema de partidos, abriéndolo a la posibilidad de 
conformarse como partidos de carácter regional, 
sin forzar una representación nacional que es artifi-
ciosa. Claro está que una decisión de esa magnitud 
implica una modificación de los principios de la 
Constitución y de la ley respectiva a fin de incenti-
var las alianzas y que estas se sucedan no solo para 
enfrentar una elección, sino como grandes coalicio-
nes que expresen posiciones político ideológicas. 

Es indispensable un proceso de real instituciona-
lización de los partidos mediante el establecimiento 
de mecanismos de democracia interna en relación 
con sus instancias directivas, la elección y selección 
de candidaturas a través de procesos eleccionarios 
internos; el establecimiento de comisiones discipli-
narias que actúen con transparencia y apegados a las 
normativas generales, como a las contempladas en 
los propios estatutos, Para ello se debería establecer 
que el Consejo Nacional Electoral se convierta en 
última instancia de las decisiones de dichas comi-
siones de control partidario. Es importante prever 

que los procesos de selección, bajo ciertas condicio-
nes, puedan estar abiertos a la participación de la 
ciudadanía, que no necesariamente tiene afiliación 
pero que simpatiza con un partido o una determi-
nada coalición.

Para el fortalecimiento de los partidos es clave 
su financiamiento que debe ser básicamente público 
y estar estrictamente controlado por el Estado, en 
especial aquellos recursos que se invierten en cam-
pañas publicitarias. Garantizar la equidad permite 
que los actores políticos cumplan con su obligación 
de presentar propuestas y planteamientos, pero, 
sobre todo, protege el derecho de la ciudadanía a 
tomar una decisión con conocimiento de las dife-
rentes propuestas que están en juego. 

Por último, un tema que no puede ser ignorado 
es el relacionado con la información y formación 
tanto de la militancia de los partidos como de la 
ciudadanía en general, lo que nos remite no sólo 
al control del gasto partidario, sino sobre todo al 
debate sobre la democratización de los medios, con-
siderando que el mayor problema es el acceso a la 
información como pilar de la construcción de ciu-
dadanía. 

Las organizaciones sindicales del Ecuador y 
entre ellas la FENACLE son escenarios de 
gestación de planteamientos programáti-

cos, diálogos, construcciones y deconstrucciones 
de ideales y realidades que fundamentan los ejes de 
refundación y cambios, también propuestos por el 
Gobierno de Rafael Correa, con quien coincidimos 
en la voluntad de cambio social, y por eso respalda-
mos su agenda de transformación enmarcada en la 
reivindicación de los derechos laborales y sindicales, 
que son la base de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos.

Como asambleísta constituyente estoy con-
vencido que la voz de miles de compañeros y com-
pañeras trabajadores del campo y la ciudad será 
escuchada en su pretensión de constitucionalizar 
los derechos laborales, las libertades sindicales, 
el diálogo social y la seguridad social universal. 
Hemos recogido los compromisos del Ecuador que 
constan en los tratados y convenios internaciona-
les, así como las recomendaciones de los órganos 
de control de la OIT y sus elementos principales, 
a fin de colocar a nuestro país en condiciones de 
honrar sus compromisos internacionales y cum-
plir los estándares internacionales en materia de 
derechos laborales, sindicales y seguridad social 
universal.

Compartimos con el Gobierno Nacional el 
propósito de innovar las relaciones de trabajo, en 
particular, la eliminación de la tercerización e inter-
mediación laboral, el régimen de trabajo por hora, 
y todo un sistema de triangulación que precariza el 

empleo y transforma el trabajo en mercancía, gene-
rando un mayor crecimiento de la pobreza y dete-
rioro de los derechos laborales.

Es importante que en el marco conceptual los 
empresarios entiendan que existen leyes laborales 
vigentes, convenios internacionales de la OIT; que 
en la 87va reunión de la Conferencia Internacio-
nal del Trabajo en 1999, se señalan cuatro objeti-
vos estratégicos en los que se fundamenta la OIT 
para lograr mayor justicia social y dignidad en el 
trabajo.

Nuestro proyecto busca un desarrollo legal 
obligatorio en el corto plazo, a través de una Ley 
Orgánica del Trabajo, así como la consagración 
de mecanismos judiciales idóneos y efectivos para 
la protección de los derechos laborales, el fortale-
cimiento de la jurisdicción laboral y la inspección 
del trabajo, en particular, el consagrar sanciones 
severas a las violaciones de los derechos laborales, 
en materia disciplinaria y penal, al tiempo se pro-
pone la adopción obligatoria de políticas públicas 
promotoras del trabajo decente.

Nuestra postura conceptual para el desarrollo 
laboral ecuatoriano, y que ponemos en manos de 
la Asamblea Constituyente para su análisis, com-
prende la definición de:

Deberes del Estado en materia laboral y 1. 
sindical.

Derechos y garantías laborales y sindicales.2. 
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—Los derechos laborales y sindicales en la nueva constitución—

igual valor, igualdad de trato respecto del acceso 
al empleo, tiene derecho a la formación y promo-
ción profesional y a condiciones dignas de trabajo. 
Queda proscrita toda discriminación por razones de 
género.

Toda persona es libre de escoger su profesión u 
oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad.

Toda persona tiene derecho a seguir su vocación 
y a dedicarse a la actividad que mejor responda a 
sus expectativas, y a cambiar de 
empleo.

El Estado debe ofrecer ser-
vicios gratuitos de orientación y 
ubicación laboral de las personas 
en edad de trabajar.

Toda relación de trabajo será 
directa entre el trabajador y el 
empleador. Se prohíbe todo sis-
tema de contratación que signi-
fique ocultamiento de la relación 
de trabajo, triangulación o inter-
mediación de ésta, contratos a 
título de servicios profesionales 
u otros que encubran relaciones 
de trabajo.

Por principio, los contratos de trabajo serán a 
término indefinido. Los trabajadores tienen dere-
cho a la estabilidad en sus empleos, y a ser despedi-
dos solo con justas causas establecidas en la ley.

Se prohíbe la contratación por horas en activi-
dades permanentes.

La remuneración será satisfactoria, digna, equi-
tativa, móvil, vital, actualizada anualmente y pro-
porcional a la cantidad y calidad del trabajo.

Tanto en el sector público como en el privado y 
para todos los efectos, la remuneración del trabaja-
dor comprende lo que recibe en dinero, servicios y 

especies, u otra retribución que perciba de manera 
permanente y periódica, cualquiera sea la periodi-
cidad con la que perciba, por la jornada ordinaria, 
extraordinaria y/o suplementaria.

La jornada máxima de trabajo será de 40 horas 
semanales.

Los trabajadores tienen derecho al descanso 
semanal remunerado y al descanso remunerado en 
días festivos.

Toda persona tiene derecho 
en condiciones de igualdad a 
ser informado de las oportuni-
dades y condiciones de trabajo, 
y a ser promovida y ascendida 
a la categoría superior sin más 
requisitos que su capacidad, los 
merecimientos y antigüedad en 
la empresa o puesto de trabajo.

Toda persona tiene el dere-
cho fundamental e irrenunciable 
a la seguridad social universal 
que la proteja contra las contin-
gencias sociales de enfermedad, 
maternidad, riesgos del trabajo, 
desempleo, vejez, invalidez, dis-
capacidad y muerte.

Toda persona tiene el derecho fundamental 
al reconocimiento sin dilaciones de su pensión de 
vejez o invalidez, al pago oportuno y a la indexación 
periódica de las pensiones.

Toda persona mayor de 65 años tiene el derecho 
fundamental a una pensión al menos igual al salario 
mínimo, independientemente de si tuvo o no una 
relación de dependencia laboral o de si sus aportes 
al sistema de seguridad social se lo permiten.

Los trabajadores tendrán derecho a la jubilación 
patronal a cargo del empleador, la cual no es suscep-
tible de transacción y será imprescriptible.

Políticas y3.  mecanismos de protección de los 
derechos.

Producción, competitividad y el trabajo 4. 
decente.

los deberes del Estado en materia laboral y 
sindical

El trabajo es un valor y principio fundante de la 
sociedad ecuatoriana y del Estado Social y Demo-
crático de Derecho.

Es deber primordial del Estado promover y 
garantizar el cumplimiento de los derechos labo-
rales y las libertades sindicales, y garantizar el diá-
logo social en todos los niveles y sectores de la vida 
nacional. El trabajo goza en todas sus modalidades 
de la especial protección por parte del Estado.

los principios fundamentales del trabajo

El trabajo es un derecho y un deber social. Toda 
persona tiene derecho a un trabajo en condiciones 
dignas y justas, a llevar una vida digna y decorosa 

a través de un desempeño laboral saludable, lícito y 
libremente escogido o aceptado.

El trabajo no es una mercancía, ni un recurso 
económico, y en consecuencia no puede ser tratado 
como un artículo de comercio.

los derechos laborales y sindicales

Nadie puede ser sometido a esclavitud o servi-
dumbre, y tanto éstas, como la trata de esclavos y de 
personas están prohibidas en todas sus formas. 

Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo for-
zoso u obligatorio, excepto el servicio impuesto en 
casos de peligro o calamidad que amenace la vida o el 
bienestar de la comunidad, y el trabajo o servicio que 
forme parte de las obligaciones cívicas normales.

Se prohíbe totalmente el trabajo de menores 
de 15 años. La ley podrá ampliar este límite. Igual-
mente se prohíbe el trabajo nocturno de esas perso-
nas, en labores insalubres o peligrosas.

La mujer tiene derecho a la igualdad de opor-
tunidades, idéntica remuneración por trabajo de 

  

compartimos con el 

Gobierno el propósito de 

innovar las relaciones de 

trabajo, en particular, la eli-

minación de la tercerización 

e intermediación laboral, el 

régimen de trabajo por hora, 

y todo un sistema de triangu-

lación que precariza el em-

pleo y transforma el trabajo 

en mercancía.
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—Los derechos laborales y sindicales en la nueva Constitución—

Se garantiza a las organizaciones sindicales, sus 
federaciones y confederaciones el derecho de huelga 
sin más restricciones que las limitaciones que esta-
blezca la ley.

Las organizaciones sindicales se organizarán y 
funcionaran bajo principios y reglas democráticas, y 
deberán por ello realizar procesos electivos al menos 
cada 4 años

La ley penal establecerá sanciones severas de 
prisión y multa para quienes violen los derechos a 
la libertad de asociación, la autonomía sindical, la 
negociación colectiva y la huelga.

Los convenios internacionales del trabajo sus-
critos y ratificados por el Ecuador en el marco de 
la OIT hacen parte del ordenamiento jurídico 
interno.

los espacios y mecanismos de diálogo social

El Estado reconoce la importancia, la legitimi-
dad y el papel trascendente que cumplen las organi-
zaciones sindicales en el sistema político democrá-
tico y por ello adopta el diálogo social como política 
pública.

En los seis meses siguientes a la expedición de la 
nueva Constitución, mediante ley concertada con 
las organizaciones empresariales y sindicales, deberá 
conformarse y reglamentarse una comisión tripar-
tita permanente de alcance nacional, en la que ten-
gan representación igualitaria, el Estado, los empre-
sarios y las organizaciones sindicales. 

Se creará un instituto nacional de investiga-
ción y estadística laboral, de carácter científico e 
independiente, que brinde información y análisis 
para la construcción y evaluación de las políticas 
que sean de competencia de la comisión tripartita 
permanente.

los mecanismos constitucionales de 
protección de los derechos sindicales

Los derechos consagrados en los tratados y con-
venios internacionales suscritos por el Estado ecua-
toriano, una vez promulgados en el Registro Ofi-
cial, formarán parte de la Constitución, con igual 
jerarquía normativa. 

Toda persona tendrá acción de amparo para 
reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 
mediante un procedimiento preferente y sumario, 
por sí misma o por quien actúe a su nombre, la pro-
tección inmediata de sus derechos constitucionales 
fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o 
amenazados por la acción u omisión de cualquier 
autoridad pública.

Toda persona podrá acudir ante la autoridad 
judicial correspondiente para hacer efectivo el cum-
plimiento de una ley o un acto administrativo.

la justicia laboral

En el proceso de fortalecimiento y reestructu-
ración de la Función Judicial que se derive de la 
expedición de la nueva Constitución, el Gobierno 
consultará y concertará en el seno de la comisión 
tripartita permanente la conformación de una ins-
tancia de justicia laboral, y garantizará mecanismos 
judiciales idóneos y efectivos para la protección de 
los derechos laborales

Es función del Tribunal Constitucional el revi-
sar eventualmente las decisiones judiciales rela-
cionadas con la acción de amparo y la acción de 
cumplimiento.

rediseño y fortalecimiento del ministerio del 
trabajo

En el término de seis meses contados a partir de 
la expedición de la nueva Constitución, el Gobierno 

Los trabajadores tienen derecho a condiciones 
seguras y salubres en el trabajo, a no ser expuestos 
a los riesgos en el trabajo, a participar en la defini-
ción de los riesgos y programas de prevención; a 
la supervisión permanente de su estado de salud, a 
la preservación, rehabilitación y recuperación de su 
salud física, mental y social.

El Estado es responsable de la salvaguarda de 
los derechos de los trabajadores ecuatorianos en 
el extranjero. El Estado es responsable de esta-
blecer políticas que permitan 
una migración planificada que 
garantice todos los derechos, 
la reunificación familiar y el 
retorno.

El Estado reconoce a todos 
los trabajadores extranjeros 
iguales derechos y garantías, y 
es responsable de desarrollar 
planes y programas específicos 
dirigidos a este propósito. 

Los trabajadores tienen 
derecho a participar en las uti-
lidades líquidas de las empresas 
en el porcentaje que fije la Ley 
Orgánica del Trabajo, y para 
el efecto tendrán acceso a la 
información contable, podrán 
demandar el examen de la contabilidad y participar 
en dicho examen.

Los trabajadores y las organizaciones sindicales 
tienen derecho a participar en el control de la ges-
tión y organización del trabajo en las empresas y 
de manera especial a ser consultados sobre todas las 
medidas que los puedan afectar.

las libertades sindicales

Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos 
y afiliarse al de su elección para promover y proteger 

sus intereses laborales, económicos y sociales, con 
sujeción únicamente a los estatutos de la organiza-
ción correspondiente.

El registro de creación de sindicatos, de ins-
cripción de sus juntas y comités directivos, y de 
las reformas de sus estatutos será automático ante 
Ministerio del Trabajo.

La representación de los trabajadores en todos 
los ámbitos la ejercerán única y exclusivamente las 

organizaciones sindicales.

Se garantiza el derecho al 
libre funcionamiento de las orga-
nizaciones sindicales, que incluye 
la definición de su estructura, la 
elección de sus representantes, 
la composición de sus órganos 
directivos, los estatutos y el plan 
de acción sindical.

Sin perjuicio de la libertad 
sindical, la ley promoverá las 
organizaciones sindicales por 
rama de actividad económica a 
nivel nacional, regional, seccio-
nal, y por empresa, estableciendo 
los mecanismos que hagan efec-
tiva la negociación colectiva por 
rama de actividad económica.

 Se reconoce a los representantes sindicales de los 
trabajadores el derecho al fuero y las demás garan-
tías necesarias para el cumplimiento de su gestión.

Se garantiza a las organizaciones sindicales el 
derecho de negociación colectiva para regular las 
relaciones y condiciones laborales, tanto del sector 
público como del sector privado.

Los conflictos colectivos de trabajo serán someti-
dos a tribunales de conciliación y arbitraje, integrados 
por representantes de los empleadores y de los trabaja-
dores, y un tercero de común acuerdo por las partes.

  

En los seis meses siguien-

tes a la expedición de la 

constitución, mediante ley 

concertada con las organiza-

ciones empresariales y sin-

dicales, deberá conformarse 

una comisión tripartita de 

alcance nacional, en la que 

tengan representación igua-

litaria el Estado, los empre-

sarios y las organizaciones 

sindicales.
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El mundo dEl traBajo 
y El camBio social

Pedro de la Cruz

Uno de los mayores cambios que registró el 
mundo las últimas décadas fue justamente 
el laboral. El triunfo del neoliberalismo 

significó un retroceso en las condiciones de trabajo 
de los sectores populares y una reformulación en las 
relaciones políticas entre las clases sociales. La des-
regulación económica fue el eje del proyecto con-
servador. Su apología al mercado buscaba no sólo 
debilitar a los estados del llamado Tercer Mundo, 
sino también apuntalar al capital financiero, a las 
empresas transnacionales y liberar a la acumulación 
del capital de todo control social, lo que generó una 
concentración –sin precedentes– de la riqueza y el 
poder. Así, los intereses de pocos fueron presenta-
dos como los de toda la sociedad.

Parte fundamental del proyecto neoliberal fue 
derrotar a las organizaciones populares, lograron 
modificar especialmente las condiciones de existen-
cia de los sindicatos: produciéndose masivos niveles 
de desempleo en la sociedad, aplicando una polí-
tica gubernamental represiva para aplastar huelgas e 
imponer una nueva legislación antisindical.

desproletarización y subproletarización de 
los trabajadores

Aunque el trabajo se encuentra sufriendo una 
transformación, es claro que sigue siendo el ingre-
diente principal y central de la producción de 
riqueza. Aunque, como dice un importante soció-
logo, se constata que “el mundo del trabajo vive 
múltiples procesos: de un lado, se verificó una 

desproletarización del trabajo industrial, fabril, en los 
países del capitalismo avanzado. En otras palabras, 
hubo una disminución de la clase obrera industrial 
tradicional. Pero, de otro lado, paralelamente, ocu-
rrió una significativa subproletarización del trabajo, 
consecuencia de las formas diversas del trabajo par-
cial, precario, tercerizado, subcontratado, vinculado 
a la economía informal, al sector de servicios, etc. 
Se comprobó entonces una significativa heteroge-
neización, fragmentación y complejización.”1

crisis de representación de los trabajadores

Las transformaciones del mundo del trabajo 
se reflejan claramente en la profunda crisis de los 
formatos tradicionales de representación política 
–los partidos políticos, los sindicatos, etc.– lo que 
plantea la necesidad de pensar en la renovación de 
sus formas organizativas. Existe, por parte de los 
sindicatos tradicionales, cierta imposibilidad de 
incorporar a los trabajadores que hoy son mayoría: 
los informales –precarios y flexibles– que están más 
expuestos a la intensificación de la explotación. 

Cambios significativos como el fracciona-
miento de las unidades productivas y su funciona-
miento interconectado a redes internacionales, las 
nuevas formas de gestión y organización empre-
sarial, el uso cada vez mayor de tecnologías para 

1  Para este ensayo nos basamos en las ideas expuestas en Ricardo Antunes, 
Los Sentidos del Trabajo. Ensayo sobre la afirmación y la negación del Trabajo, 
TEL, Buenos Aires, 2006.

Nacional presentará a la comisión tripartita perma-
nente una propuesta de fortalecimiento y rediseño 
estructural del Ministerio del Trabajo de confor-
midad con los principios, derechos y obligaciones 
creados por la Carta Política.

una ley orgánica del trabajo

Los principios y derechos que regulan las rela-
ciones de trabajo consagrados en la nueva Consti-
tución serán desarrollados mediante la expedición 
de una Ley Orgánica del Trabajo, previa consulta 
y concertación con las organizaciones sindicales en 
los espacios de diálogo social. La Ley Orgánica del 
Trabajo deberá ser discutida, aprobada y puesta en 
vigencia a más tardar 18 meses después de expe-
dida la Constitución, pero de no hacerlo la Función 
Legislativa, el Presidente de la República deberá 
adoptarla por decreto, con valor de Ley Orgánica, a 
más tardar en los 6 meses siguientes.

producción, competitividad y trabajo decente 

Es obligación especial del Estado adoptar las 
medidas necesarias que garanticen plena efectivi-
dad del derecho al trabajo, la generación de empleo 
productivo y digno, el pleno 
empleo y la protección con-
tra el desempleo.

Es obligación del Estado 
impulsar un modelo de pro-
ducción que fundamental-
mente satisfaga el mercado 
interno y el fomento de las 
exportaciones, basando su 

capacidad competitiva en la eficiencia y no en el 
desmejoramiento de los derechos y condiciones 
de los trabajadores, así como en la protección del 
medio ambiente.

Es obligación del Estado fomentar la competi-
tividad como resultado de políticas públicas y pri-
vadas que se centren en la inversión en el desarrollo 
del talento humano y en la renovación tecnológica; 
y no en la reducción de costos laborales y precariza-
ción de sus derechos.

 El Estado adopta el principio del trabajo decente 
como parte sustancial del enfoque y del contenido 
de sus políticas económicas, sociales y laborales.

Las empresas son responsables de garantizar las 
condiciones de trabajo decente en toda la cadena 
productiva y de distribución.

Es obligación del Estado fomentar y exigir a 
las empresas la inversión socialmente responsable, 
entendida ésta como el compromiso real y efectivo 
con todas las obligaciones laborales, tributarias, 
ambientales, el aporte al desarrollo del país y sus 
regiones

Es obligación del Estado fomentar y exigir a los 
sindicatos responsabi-
lidad social, entendida 
ésta como el compro-
miso real y efectivo 
con la sociedad en el 
aporte al desarrollo 
del país, sus regiones y 
otros espacios de parti-
cipación ciudadana. 

Sesión plenaria de la Asamblea Constituyente

 


